PROYECTO DE COMUNICACIÓN

La CÁMARA DE DIPUTADOS DE LA PROVINCIA DE SANTA FE veria con agrado que el Poder Ejecutivo proceda a:

1º - Retirar los pliegos de nombramientos presentados para los cargos de miembro de la Corte Suprema de Justicia y Procurador General de la Corte, sin que ello importe una descalificación personal de los propuestos.

2º - Abstenerse de remitir los pliegos de nombramientos para los cargos fenecidos o por vencer en Enress, Tribunal de Cuentas y Corte Suprema de Justicia.

3º - Proponer un procedimiento de preselección ampliamente participativo que contemple la correcta valoración de aptitudes morales, idoneidad técnica y jurídica, trayectoria, y su compromiso con la defensa de los derechos humanos y los valores democráticos previo al nombramiento de los miembros de la Corte Suprema de Justicia (art. 86° Constitución Provincial) y de los miembros del Tribunal de Cuentas (art. 81° Constitución Provincial).

Señor Presidente:

Nuestra Carta Magna, en sus artículos 81° y 86°, faculta al Poder Ejecutivo para que con el acuerdo legislativo produzca la designación de los miembros de la Corte Suprema de Justicia y del Tribunal de Cuentas.

Uno de los reconocimientos más significativos que se le han efectuado al gobieno nacional, ha sido el producido en la Corte Suprema de Justicia de la Nación.

En ese orden de ideas, el Diputado Nacional y Gobernador electo de nuestra Provincia, Dr. Hermes Juan Binner, ha presentado, en compañía de otros legisladores nacionales, un proyecto de ley modificando aspectos referidos a la integración de la Corte Suprema de Justicia de la Nación. 

Esta modificación importa un claro paso hacia la transparencia que tanto necesitan nuestras instituciones locales dando fuerza legal al Decreto del PEN N° 222/03, que autolimitaba las facultades de designación de los miembros del cuerpo mencionado. En este sentido resulta oportunísimo que el Gobierno Provincial saliente proceda a actuar en el mismo sentido que lo hace el Gobierno Nacional en aspectos institucionales que tienen un fuerte consenso ciudadano.

En el mencionado proyecto de ley del 8 de noviembre de 2006, se afirma que:“La designación de los nuevos magistrados a partir del año 2003 marcó un hito en la historia de la Corte y también un auspicioso cambio en el funcionamiento del Poder Judicial pese a posteriores retrocesos operados al modificarse la composición del Consejo de la Magistratura. Por primera vez un gobierno democrático se autoimpuso reglas para una designación pública y transparente de los nuevos miembros de la Corte, a través de la implementación de un mecanismo novedoso, como es el instrumentado en el Decreto 222/2003. También por primera vez en la historia democrática de nuestro país, se designaron magistradas mujeres para integrar el cuerpo.” 

Y continúa: “Estos avances de transparencia y renovación que hemos apoyado, deben continuar porque han sido muy positivos en términos de consolidación de una justicia independiente e idónea.”

Sostiene más adelante su argumentación: “En efecto, lo que se busca es justamente mayor control ciudadano, mayor participación, terminando con una cultura ligada al secreto, cultura incompatible con una forma democrática y republicana de gobierno.”

Especifícamente en cuanto al Tribunal de Cuentas, de los dos cargos ya vacantes, uno lo está desde el 10/8/05 (por renuncia de CPN Silvio Zuchiatti), y otro desde el 27/3/06 (por fallecimiento de CPN Nestor Priotti). ¿No resultaria una flagrante contradicción que después de dos años de una vacancia, y un año y medio de la otra, se pretendiera cubrir las mismas 60 días antes de la expiración del mandato del actual gobierno?

Resulta verdaderamente paradójico que el gobierno saliente proceda en disonancia y apresuramiento con: 

a) las lineas institucionales del gobierno nacional que desde todos los sectores políticos se rescató;

b) las propuestas legislativas locales proponiendo mecanismos adecuados para las designaciones en cargos de elevada responsabilidad institucional;

c) la iniciativa legislativa presentada en la Cámara de Diputados de la Nación;

d) el expreso pedido del Gobernador Electo referido a no realizar más designaciones en la Provincia y;

e) la ciudadania toda que ha recogido con beneplácito los esfuerzos por alcanzar la mayor transparencia en los nombramientos de los máximos representantes de un poder del Estado.

Por todo lo aquí expuesto, solicitamos la aprobación de este proyecto de comunicación.

